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El presente número de la revista La Tendencia se
publica acto seguido de dos situaciones impor-
tantes. Primero, ya han transcurrido los prime-

ros cien días del gobierno de Rafael Correa.  Y segun-
do, luego de la consulta popular se ha legitimado la
convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente.
Efectivamente, el domingo 15 de abril, el pueblo ecua-
toriano se pronunció mayoritariamente a favor de la
asamblea con, aproximadamente, el 85% de la vota-
ción.  Con ello, las posiciones que creyeron encontrar
una oportunidad política promoviendo el ‘no’ en el
referéndum fueron derrotadas.

Durante sus primeros meses, el gobierno ha impul-
sado una política pública coherente y alternativa y, en
algunos casos, de alto impacto coyuntural.  En medio
de una situación institucional conflictiva, Rafael
Correa ha enfrentado a las fuerzas tradicionales y a
ciertos medios de comunicación a los que ha acusado
de ser el soporte de la manifiesta decadencia política.
En este proceso, el presidente ha cosechado el desgas-
te y descomposición de determinados partidos y oli-
garquías  debilitadas y situadas al borde del colapso.
En efecto, en cada uno de los intentos de la oposición
por contener al régimen (como sucedió el 23 de abril,
cuando el Tribunal Constitucional restituyó a los
diputados destituidos por el Tribunal Supremo
Electoral), éste ha salido victorioso y fortalecido,
haciendo uso de una estrategia de polarización e invo-
cando el dominante espíritu anti-partidario. El
Ecuador vive, así, un momento especial de su historia:
las  anteriores formas de hacer política parecen haber
llegado a su definitivo límite.  La consistencia y homo-
geneidad  regional del sufragio a favor de la asam-
blea, contrasta con las expresiones electorales anterio-
res que evidenciaban las históricas fracturas regiona-
les.  Ha brotado con inusitada fuerza una corriente
nacional (aunque difusa y heterogénea) de ciudada-
nos y ciudadanas estimulados por la gestión del

nuevo presidente de la república.  Diversos grupos
independientes y alternativos, principalmente de
izquierda, representan de manera privilegiada este
momento de cambio.  

En estas condiciones, durante estos primeros
meses de gobierno, la derecha y el populismo político
han intentado llevar al Ecuador al caos y  la desestabi-
lización.  Sin embargo, la acción de las fuerzas demo-
cráticas y la decisión del presidente Correa en el con-
texto del nuevo momento político, han configurado
una respuesta más efectiva.  A pesar de la situación de
conflicto institucional, esto ha permitido convocar a la
Consulta Popular, derrotar electoralmente a estas
fuerzas, y así, abrir paso a la instalación de la
Asamblea Nacional Constituyente. 

No obstante, para mantener la legitimidad y orien-
tación democrática de su gestión, el gobierno requiere
poner particular atención a tres factores, que eventual-
mente, podrían afectarlo: la adecuada resolución de la
política energética del país (especialmente una gestión
sustentable del petróleo del ITT), la relación con los
medios de comunicación, y la consolidación plural y
democrática del campo progresista.

El quinto número de La Tendencia se presenta, por
otra parte, cuando los presidentes de Sudamérica han
decidido dar pasos significativos en la línea de la inte-
gración  y afirmación de la soberanía regional frente al
vecino del norte y al mundo globalizado (UNASUR,
Banco del Sur, integración energética).  Con este pro-
ceso regional como trasfondo, en el contexto nacional
es destacable la disposición de las fuerzas de la
izquierda-centroizquierda para participar en el proce-
so electoral destinado a elegir asambleístas constitu-
yentes.  En esta dirección, se ha conformado un acuer-
do político electoral entre Alianza País, Alternativa
Democrática y Nuevo País.  Este ‘Acuerdo País’, como
se lo ha denominado, abre la posibilidad de incidir
electoralmente y de asegurar la dirección democrática
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Con motivo de la consulta popular del pasado
15 de abril, una de las opiniones ciudadanas
que se repetía diariamente en la prensa era

que la Asamblea Nacional Constituyente nos daría
‘mejores leyes’. Este convencimiento espontáneo
expresa uno de los principales problemas jurídicos
que la constituyente deberá asumir.

¿Cuál es la utilidad de una nueva constitución
política si las actuales leyes no se cambian?  ¿De qué
sirven los derechos y garantías constitucionales si
las leyes que regulen su efectivo ejercicio no se dic-
tan?  ¿Cómo va a actualizarse el actual ordenamien-
to jurídico de acuerdo con el nuevo marco constitu-
cional?  ¿Cómo van a regir los principios y garantí-
as ciudadanas y la nueva estructura institucional,
luego de que se apruebe la nueva constitución en
referéndum?  

Los asambleístas que, en 1997-1998, formularon
la constitución política actualmente vigente, tam-
bién debieron enfrentar este tipo de interrogantes.
Fue por ello, precisamente, que la anterior asamblea
estableció, mediante norma constitucional, la
Comisión de Legislación y Codificación del Con-
greso Nacional.  Esta instancia sería la encargada,
no sólo de elaborar proyectos de leyes por delega-

ción del Congreso o por iniciativa propia sino que,
además, se encargaría de preparar proyectos que
codificaran las leyes (Artículos 159 y 160 de la
Constitución Política de la República).  Sin embar-
go, se debe analizar críticamente la función cumpli-
da por esta comisión pues, a partir del año 2003,
antes que preparar proyectos de codificación de las
leyes, lo que hizo fue reinterpretarlas, reformando
por esta vía buena parte de ellas.

En este artículo, justamente, se analizan dos
temas puntuales de la codificación realizada por la
Comisión de Legislación y Codificación que ponen
de manifiesto la arbitrariedad del trabajo realizado
en esta instancia y sus consecuencias negativas en
la integridad del ordenamiento jurídico nacional.
Como marco general para ofrecer este análisis,
antes se revisan algunos de los rasgos jurídicos más
relevantes del actual orden constitucional, desta-
cándose algunas de sus principales limitaciones e
inconsistencias.  Toda esta reflexión nos permite
visualizar algunos de los principales problemas
jurídicos que plantea la formulación de un nuevo
marco constitucional y los mecanismos necesarios
para armonizar, adecuar o reemplazar concreta-
mente el marco normativo e institucional existente.
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La constituyente y la nueva constituci�n

Los retos de la próxima asamblea
constituyente  en torno a 
las definiciones del nuevo 
ordenamiento jurídico nacional 

Diego Pazmiño V.*

* Consultor Legal. Especialista en Derecho Administrativo

¿Qué decir sobre la reforma agraria?  Que no es
sólo la revisión del reparto de la propiedad de la tie-
rra, ni sólo crédito.  La reforma agraria implica, ade-
más, la provisión de semillas, sementales, abonos y
fertilizantes, máquinas y centrales para la repara-
ción de las máquinas, trojes o silos para el almace-
namiento y conservación de las cosechas, moviliza-
ción y transporte, información de lo que conviene
sembrar y de los mercados que se deben aprove-
char, comercialización y exportación.  Asimismo, es
deseable que el agro sea impulsado a través de las
redes de producción y comercio justo, que empie-
zan a crearse exitosamente en el mundo con partici-
pación de los países del Tercer Mundo y los indus-
trializados.

En todos estos campos, cabe o seguir los princi-
pios, instituciones y reglas tradicionales o apartarse
de ellos, innovarlos y crear otros nuevos que nos
permitan redistribuir la riqueza y el ingreso para
construir una sociedad de ciudadanos relativamen-
te iguales en lo económico, social y cultural.
Condición en cuya ausencia la democracia no es
posible.

Para cerrar, cabe promover reformas en otras
cuestiones técnicas como la supremacía de la
Constitución y su control o las reformas e interpre-
tación de las misma Constitución.  No obstante, por
tratarse de ámbitos en los que la lucha por el poder
es menos manifiesta no creo que susciten mayores
debates.  No hacen falta, por tanto, definiciones pre-
vias, que no sean las propias de un espíritu y pen-
samiento democráticos.



ponsables del desarrollo económico social de su res-
pectiva circunscripción, ha quedado reducida al
estatus de un principio declarativo.  En efecto, la
mayoría de los esfuerzos emprendidos por los con-
sejos provinciales, los municipios medianos y las
juntas parroquiales rurales (a través de sus organi-
zaciones de coordinación y asociación) para fortale-
cerse como órganos de gobierno y administración
territorial, han debido enfrentar obstáculos insalva-
bles.  Estas tentativas han chocado, sobre todo, con
la oposición activa a la transferencia de recursos
desde el gobierno central a los gobiernos secciona-
les autónomos.

La coexistencia de una Ley de descentralización
y participación social, dictada en 1997, con los prin-
cipios y mandatos de la Constitución política de
1998, constituye un desfase.  Ello se evidencia en la
inaplicabilidad de los mecanismos legales para pro-
ceder a la descentralización de la administración
pública, y en el carácter inacabado de los procesos
de descentralización (en buena parte existentes úni-
camente en el papel de los convenios suscritos).

En otro ámbito, se debe destacar la incorpora-
ción de los derechos colectivos de pueblos y nacio-
nalidades, de los consumidores, los derechos
ambientales, las garantías al debido proceso y la
seguridad jurídica. Todos estos avances significaron
una modificación sustancial en la definición y ejer-
cicio de las garantías ciudadanas.  

También es necesario subrayar el alcance de los
principios y mandatos constitucionales actuales
relativos al sistema de economía social de mercado.
Éstos señalan objetivos permanentes de la econo-
mía y responsabilidades del Estado en este ámbito.
También mencionan el trato igual a la inversión
nacional y extranjera y la posibilidad de delegar la
provisión de los servicios públicos (aunque la obli-
gación de prestarlos continúe siendo una responsa-
bilidad del Estado).  Estos aspectos, que en su for-

mulación inicial permitían vislumbrar la necesidad
de fortalecer la función reguladora y controladora
de las instituciones del Estado, al momento de su
aplicación, significaron el desmantelamiento de la
estructura de las instituciones del Estado, y la
reducción de los mecanismos de regulación y con-
trol, en muchos aspectos, a meras formalidades sin
propósito.

Este panorama se complementa con la reducción
de la planificación pública del desarrollo económi-
co y social a un mecanismo técnico-administrativo.
La planificación se trocó así en una mera coordina-
ción entre los diferentes niveles de gobierno, con
poca o ninguna capacidad de incidencia en las polí-
ticas sectoriales y nacionales.  El carácter exclusiva-
mente indicativo de la planificación estatal para el
sector privado, redundó en que éste, liberalizado y
desregularizado, se guíe por sus propios intereses y
estrategias.

También cabe señalar que en el marco constitucio-
nal de 1998, el anterior régimen jurídico de los recur-
sos naturales, con algunas modificaciones menores,
se mantuvo intacto.  En el caso de los recursos no
renovables, como el petróleo, se abrieron nuevas
alternativas para la explotación y administración pri-
vada.  En contraste, el esquema jurídico administra-
tivo de los recursos renovales, como el agua, se man-
tuvo igual.  La biodiversidad biológica, en su inte-
gralidad, fue integrada como recurso.  

Por último, la diferenciación entre leyes orgáni-
cas y ordinarias ha tenido gran importancia y signi-
ficación para la estructura del ordenamiento jurídi-
co, su funcionamiento y aplicación.  Esta distinción
ha permitido jerarquizar las normas jurídicas de
acuerdo a su ámbito, estableciendo la prevalencia
de las normas relativas a la organización y estructu-
ra del Estado y a los derechos y garantías ciudada-
nas, respecto de las normas relativas a los recursos
naturales y su racional aprovechamiento.  Este tema

Cabe mencionar que buena parte de las reflexio-
nes presentadas a continuación ya han sido consi-
deradas por la opinión pública y han sido objeto de
análisis por parte de destacados constitucionalistas.
Sin embargo, analizar la labor de reinterpretación
de las leyes realizada por el Congreso Nacional a
través de un mecanismo imperceptible, poco demo-
crático y nada transparente, curiosamente ha mere-
cido poco o ningún interés, no sólo de parte de la
opinión pública, sino también de los legisladores,
de las entidades públicas y de los profesionales
estudiosos del Derecho. 

Con la oportunidad que presenta la próxima
asamblea constituyente, se vuelve necesario evi-
denciar la actuación de la Comisión de Legislación
y Codificación del Congreso Nacional.  Reformar
esta instancia representaría la más clara y convin-
cente muestra de voluntad política por reorientar el
ordenamiento jurídico vigente.  Al tiempo que for-
mule una nueva constitución política, un reto cru-
cial que le espera a la asamblea es el de establecer
las vías para concretar el nuevo ordenamiento jurí-
dico nacional, con leyes acordes a los nuevos funda-
mentos y principios que se definan.

II..

De manera esquemática y
breve, el marco constitucional
actualmente vigente puede
caracterizarse por los rasgos des-
critos a continuación.  Si bien
estos aspectos de la actual consti-
tución en su momento represen-
taron importantes innovaciones,
con el devenir político sus limita-
ciones y carácter meramente
declarativo se han puesto de
manifiesto.

Para empezar, uno de los principios fundamen-
tales del Estado social de derecho ecuatoriano es
que es “participativo y de administración descen-
tralizada”.  Sin embargo, la materialización de polí-
ticas públicas nacionales administradas de manera
descentralizada ha carecido de instrumentos nor-
mativos e institucionales adecuados.  Sin estos
medios no ha sido posible transformar efectiva-
mente la vieja administración pública estructurada
centralizadamente y fraccionada a través de institu-
ciones sectoriales, regionales y autónomas.  Incluso
a pesar de la voluntad política existente en determi-
nados gobiernos, la descentralización del Estado
ecuatoriano no se ha concretado.  La organización
descentralizada ha chocado con los intereses regio-
nales y de grupo, encarnados en instituciones que
concentran el manejo y disposición “autónoma” de
gran parte de los recursos públicos.

Por otra parte, un paso importante para fortale-
cer la administración descentralizada fue el recono-
cimiento constitucional de un sistema de gobierno
estructurado por niveles de administración territo-
rial, nacional, provincial, cantonal y parroquial.  La
actual constitución incluso incorpora las circuns-
cripciones territoriales indígenas como un nivel de
gobierno.  Todo esto implicó tanto la asignación de

responsabilidades, funciones, atribu-
ciones y competencias a los denomi-
nados gobiernos seccionales autóno-
mos, como una modificación sustan-
cial de las funciones del gobierno
central.  No obstante, luego de deci-
didos aunque puntuales esfuerzos,
esta definición que abrió la posibili-
dad de transformar, principalmente,
a los consejos provinciales y munici-
pios en entidades de gobierno y
administración territorial, y en res-
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La organizaci�n descen-
tralizada ha chocado con
los intereses regionales
y de grupo, encarnados
en instituciones que
concentran el manejo y
disposici�n Ôaut�nomaÕ
de gran parte de los
recursos p�blicos.



reformado la norma referida de la Ley de aguas.
¿Qué ha hecho la Comisión de Legislación y
Codificación del Congreso?  ¿Por qué fue cambiada
esta disposición legal?

Los comisionados, o quienes hicieron el trabajo
por ellos, incorporaron al final del inciso primero
del artículo 5 original de la Ley de aguas, el artícu-
lo sustitutivo del artículo 42 de la reformada Ley de
desarrollo agrario.  Éste se refiere al caso de excep-
ción en que es posible transferir el derecho de apro-
vechamiento de aguas, cuando se fracciona y vende
una propiedad agrícola.  Además, se incorporó
como inciso final del mismo artículo 5 de la Ley de
aguas, la disposición del tercer inciso del artículo 40
de la Ley de desarrollo agrario: “se respeta el dere-
cho adquirido de las actuales concesiones”.

Como vemos, dos disposiciones de la Ley de des-
arrollo agrario fueron traspasadas a la Ley de aguas.
Con esto el sentido y alcance de la Ley de desarrollo
agrario fueron ampliados más allá del ámbito de los
derechos de aprovechamiento de aguas para riego o
producción agropecuaria. El término “derechos
adquiridos” que se reproduce en el inciso final del
artículo 5, es un rezago del intento de convertir el
derecho de aprovechamiento de aguas en materia
agrícola, o bien, en un derecho de carácter real sus-
ceptible de apropiación y de carácter patrimonial.
Cuando se reformó la Ley de desarrollo agrario
(agosto de 1994) se suprimió la frase “derecho real”,
pero se mantuvo la expresión “derecho adquirido”
que ahora, con la codificación de la Ley de aguas,
adquiere un carácter general, aplicable a todas la
concesiones de derechos de uso y aprovechamiento
de aguas, independientemente del uso para el que
tal derecho se otorga.

Para que este artificio pase por codificación de
una ley, es necesario forzar el concepto de lo que es
codificar.  Denominar de ese modo a la labor de
reinterpretación de las normas legales esconde la
defensa de un interés que no es el interés general.

Un segundo ejemplo de la dudosa actuación de
la Comisión de Legislación y Codificación es el caso
de la codificación del Código Civil.  El artículo 4
expresamente establece que:

“En el juzgamiento sobre materias arregladas
por leyes orgánicas o especiales, no se aplicarán las
disposiciones de este Código, sino a falta de esas
leyes.”

El texto en cursivas es lo que el codificador ha
añadido, puesto que la disposición original se refe-
ría únicamente a las leyes especiales.

Para comprender el sentido y alcance de esta
modificación de la norma civil, es necesario recor-
dar que la Constitución política vigente estableció
que las leyes podrán ser orgánicas u ordinarias.  Las
leyes orgánicas, por un lado, son las que la norma
constitucional señala de manera general, en rela-
ción con la materia que regulan.  Ésta puede ser: a)
la organización y actividades de la funciones del
Estado, las del régimen seccional autónomo y las de
los organismos del Estado establecidos en la
Constitución;  b) el régimen de partidos, el ejercicio
de los derechos políticos y el sistema electoral;  c)
las garantías de los derechos fundamentales y los
procedimientos para su protección;  y, c) todas
aquellas leyes que la Constitución determine que
deben expedirse con ese carácter.  Todas las demás
leyes, por otro lado, son ordinarias (Art. 142 de la
CPR).  La importancia de esta distinción radica en
que la aprobación, reforma, derogatoria o interpre-
tación de estas leyes, requiere de mayoría absoluta
de los integrantes del Congreso Nacional.  Además,
una ley ordinaria no puede modificar una ley orgá-
nica, ni prevalecer sobre ella, ni siquiera a título de
ley especial (art. 143 de la CPR).

Esta distinción entre leyes orgánicas y ordina-
rias, propia del Derecho Político y Constitucional,
fue trasladada al ámbito del Derecho Civil.  Con
ello se ha distorsionado la diferencia entre leyes

se considera a continuación, al analizar una de las
modificaciones que, vía reinterpretación de las
leyes, introdujo la Comisión de Legislación y
Codificación del Congreso Nacional.

IIII..

Desde principios de 1999 hasta finales del año
2001, la referida comisión codificó 10 leyes y en el
año 2003 codificó 2 leyes más.  Sin embargo, desde
marzo del 2004 a julio del 2005, la comisión codifi-
có 39 leyes, es decir, algo más de 2.4 leyes por mes.
¿Cómo es que los cinco miembros de la Comisión
de Legislación y Codificación del Congreso
Nacional pudieron realizar un trabajo tan volumi-
noso en tan poco tiempo?  La respuesta a esta pre-
gunta no es objeto de estas reflexiones.  Tampoco
nos detendremos a explicar por qué se codificaron
unas leyes y no otras como, por ejemplo, la Ley de
Hidrocarburos o la Ley de Minería, que requieren
ser codificadas para ordenar las confusiones y
ambigüedades que presentan en su aplicación.  Lo
que interesa aquí es poner de manifiesto la mala
calidad del trabajo que se realizó: ningún diputado
estuvo en condiciones, ni de tiempo ni de prepara-
ción técnico-jurídica, para revisar en detalle cada
una de las leyes codificadas.  Todas estas leyes fue-
ron remitidas directamente por la comisión al
Registro Oficial para su publicación, sin que se haya
presentado observación alguna por parte de algún
miembro del Congreso Nacional.  Las observacio-
nes sólo fueron generadas por las instituciones
públicas y sectores privados afectados por las
modificaciones incorporadas a través de estas codi-
ficaciones, y fueron atendidas mediante enmiendas
(‘Fe de erratas’) emitidas por la comisión y publica-
das en el Registro Oficial.1

La revisión exhaustiva del conjunto del trabajo
realizado por la Comisión de Legislación y
Codificación es una tarea que le compete a un equi-
po de especialistas en diferentes ramas del Derecho.
Sin embargo, para formarnos una idea sobre las
reformas legales que se introdujeron a nombre de
codificación, a continuación realizaremos un ‘mues-
treo’: se analizarán dos de las normas codificadas.
La primera es el artículo 5 de la Codificación de la
Ley de aguas relativo a la definición del derecho de
aprovechamiento de aguas (R.O. 339 de 20 de mayo
de 2004).  Y la segunda, es el artículo 4 del Código
Civil, referido a las leyes orgánicas y especiales
(R.O.S. 46 de 24 de junio de 2005).

El Art. 5 de la codificación de la Ley de aguas
dice textualmente: 

“Por derecho de aprovechamiento se entenderá
la autorización administrativa, intransferible, para
el uso de las aguas con los requisitos prescritos en
esta Ley; salvo el caso de transferencia de dominio, con
la sola presentación del título de propiedad del predio
por parte de su adquirente, el CNRH traspasará auto-
máticamente la concesión del derecho de uso del agua en
forma total o proporcional a la superficie vendida al
nuevo titular.

Las aguas destinadas a un inmueble o industria,
podrán ser usadas por el mero tenedor de éstas, en
las mismas condiciones y con las limitaciones que
tuvo el titular del derecho de aprovechamiento.

Se respeta el derecho adquirido de las actuales conce-
siones legalmente otorgadas, las mismas que estarán
sujetas a los derechos y condiciones establecidos en la
presente Ley y sus Reglamentos, para su aprovecha-
miento.”

El texto en cursivas no se encuentra en ninguna
norma legal que de manera expresa o tácita haya
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1 Un listado de todas las leyes codificadas entre 1999 y 2005 se encuentra publicado en la Revista Judicial No. 7545 del periódico La Hora
del día lunes 26 de septiembre de 2005.



108 109

Los retos de la pr�xima Asamblea Constituyente en torno a las definiciones del nuevo ordenamiento jur�dico nacional 

La Carta Magna de 1998, reconocida como el
marco jurídico que codificó muchas de las
demandas de las mujeres organizadas, cons-

tituye un hito histórico.  Aquella constitución ha
dado pie al proceso de institucionalización de polí-
ticas públicas orientadas a promover la igualdad de
oportunidades entre mujeres y hombres en todo el
territorio nacional.  Sin duda, los derechos consa-
grados en la constitución vigente representan un
avance para la superación del tutelaje masculino y
para la construcción de la autonomía de las mujeres
en las diferentes esferas de su vida.1

Sin embargo, a pesar de este reconocimiento, es
evidente la dislocación existente entre la parte dog-
mática y la parte orgánica de la actual constitución.
Aunque se han producido varios análisis al respecto,
no se ha destacado suficientemente la peculiar
realidad política del momento en que se elaboró el
texto constitucional.  El pacto entre el Partido Social
Cristiano y la Democracia Popular, que Oswaldo
Hurtado2 viabilizó ágilmente, aprobó en los prime-
ros noventa días de la constituyente los llamados
‘temas de la gobernabilidad’ (marzo de 1998).  Como
efecto de esta priorización, se dejó para después el
debate y aprobación de los textos constitucionales
referidos a la parte dogmática, donde constan todos

los avances en derechos humanos (abril de 1998).  
A partir de la experiencia vivida, las mujeres

organizadas del país estamos convencidas de que el
nuevo texto constitucional deberá garantizar que la
parte dogmática sea la rectora de la arquitectura
institucional.  Sólo así se podrá viabilizar que el
Estado garantice efectivamente los derechos huma-
nos de todas las personas sin ningún tipo de discri-
minación.  En la consulta popular del 15 de abril de
2007, el 82% de la población ecuatoriana se pronun-
ció a favor de la realización de cambios fundamen-
tales en los principios e instituciones del Estado.
Esta aspiración deberá plasmarse en el nuevo texto
constitucional que resulte de la asamblea constitu-
yente.  Con la finalidad de aportar en el momento
histórico que vivimos, las mujeres ecuatorianas
organizadas en todo el país, con el apoyo del
CONAMU, hemos iniciado desde febrero del 2007
un proceso participativo de discusión, análisis y
formulación de propuestas para la Asamblea
Nacional Constituyente.  El propósito central de
este proceso de participación es salvaguardar el
reconocimiento a las diversidades, la integralidad
de los derechos humanos y su interdependencia e
indivisibilidad, tal y como han sido consagrados en
la constitución de 1998.

Las mujeres ecuatorianas, 
la constituyente y la constitución

Rocío Rosero Garcés*

* Directora ejecutiva del Consejo Nacional de las Mujeres (CONAMU).
1 Rocío Rosero Garcés, Crisis y derechos humanos (Quito: PNUD, 2000).
2 Dirigente máximo de la Democracia Cristiana durante más de dos décadas y presidente de la Asamblea Constituyente de 1997-1998.

generales y especiales que caracteriza a esta rama
del Derecho.  De esta manera, se ha introducido una
confusión en la estructura jerárquica del ordena-
miento jurídico a cuya estructuración y definición
habían contribuido (en vano) las nuevas normas
constitucionales.  

Cabe preguntarse, entonces, cuál fue el razona-
miento del codificador a la hora de introducir el tér-
mino de leyes orgánicas en el ámbito del derecho
civil.  ¿Sería acaso la evidencia de que el juzgamien-
to al que se refiere la norma, sólo puede darse sobre
la base de las normas de procedimiento, que son
leyes orgánicas?  No es posible saberlo...

IIIIII..

Para concluir, se puede anotar que, actualmente,
buena parte del ordenamiento jurídico nacional ha
sido objeto de una reinterpretación al amparo de
una facultad atribuida a una de las Comisiones del
Congreso Nacional.  Tal reinterpretación es el resul-
tado de un proceso legitimado por la Comisión de
Legislación y Codificación y por el Congreso
Nacional.  Pero, a juzgar por la calidad del trabajo
realizado, esta reinterpretación fue realizada por

autores anónimos que no tienen responsabilidad
alguna.  El criterio jurídico aplicado para esta codi-
ficación sui generis de leyes, se ha impuesto por
ministerio del mandato constitucional, mas no por
la decisión expresa de los legisladores en conoci-
miento del texto de las codificaciones realizadas.

En consecuencia, tanto formular una nueva
constitución política como ponerla en vigencia,
requiere de un mecanismo democrático, transparen-
te y participativo, a través del cual se dicten las leyes
correspondientes o se reformen las actuales.  Sólo así
se podrá dar forma y vigencia al nuevo ordenamien-
to jurídico implicado en el nuevo orden constitucio-
nal.  Además, es necesario adoptar las medidas nece-
sarias para que el proceso de revisión del actual
ordenamiento jurídico, no diluya o erosione las nor-
mas legales y la organización institucional, hasta
tanto se defina el nuevo ordenamiento.

El mayor reto ciudadano en el proceso que se
viene es, sin duda, mantener la vigencia de la jurici-
dad y establecer las vías para transitar sin tropiezos
hacia la vigencia de un nuevo ordenamiento jurídi-
co-político.


